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Se decide el recurso de anulación del laudo proferido por el Tribunal de Arbitramento convocado para dirimir la controversia planteada por la sociedad Ingenio Risaralda S.A. frente a la sociedad Tarritos S.A. y el señor Alexander Tamayo Torres.

ANTECEDENTES  

Con fundamento en la cláusula 19 del contrato de compraventa de caña de azúcar celebrado por medio de la escritura pública número 0556 del 24 de mayo de 1995 otorgada en la Notaría Única del Círculo de La Virginia –Risaralda- (f. 29, 45, c. 1) entre Alexander Tamayo Torres, como vendedor, y la sociedad Ingenio Risaralda S.A., como compradora, esta solicitó al Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Pereira la designación de árbitros para dirimir las controversias presentadas entre los contratantes .
En síntesis expuso que la sociedad Alexander Tamayo Torres e Hijos y Cía. S. en C. y Alexander Tamayo Torres celebraron un contrato de arrendamiento por el término de 10 años prorrogables a 15 en caso de haber cosechas pendientes de los predios denominados Tarritos, La Sonora, San Isidro y La Isla, ubicados en distintas veredas del municipio de Toro (Valle), cuyos linderos determinó, junto con sus matrículas inmobiliarias, contrato contenido en la escritura pública número 769 del 19 de mayo de 1995 corrida en la Notaría Tercera del Círculo de Bogotá. 
Con fundamento en ese contrato, Tamayo Torres vendió al Ingenio Risaralda S.A. las cosechas de caña de dichos predios, según consta en la escritura pública número 556 del 24 de mayo de 1995 otorgada en la Notaría Única de La Virginia. El contrato se celebró por 9 cortes sucesivos y continuos en una extensión de 211,75 hectáreas del inmueble conformado por los mencionados lotes, para un periodo estimado de 10 años contados a partir del 19 de mayo de 1995. 
En el replanteo topográfico del inmueble se obtuvo un área bruta de 167.79 hectáreas y neta de 139.67 hectáreas, según plano allegado con la demanda; en el contrato se acordó que las recomendaciones de asistencia técnica las haría el Ingenio y las ejecuciones serían por cuenta y riesgo del vendedor, pero éste no acató las recomendaciones. Siguió su relato aludiendo al contenido de las cláusulas 10 sobre pérdida y deterioro de la caña, 15 relacionada con el incumplimiento por obligación de hacer y 16 respecto del incumplimiento del contrato, y dijo que se pactó que el vendedor asumiría los riesgos en caso de pérdida o deterioro de la caña hasta que fuera cortada por el Ingenio y que éste no pagaría las cañas deterioradas o no beneficiadas.

Dijo también que Alexander Tamayo Torres e Hijos y Cia. S. en C. enajenó los predios arriba señalados a la sociedad Tarritos S.A., como consta en la escritura pública número 3757 del 29 de septiembre de 2003 elevada ante la Notaría 30 de Bogotá, acto al que le aplicaba la cláusula 22 del contrato de compraventa sobre continuidad contractual, según la cual, como no hubo un nuevo contrato con el Ingenio enajenante y adquirente responden solidariamente; en todo caso, el 4 de noviembre de 2003 cedente y cesionario acordaron asumir en forma solidaria las responsabilidades y obligaciones derivadas del contrato de suministro celebrado con el Ingenio, pero abandonaron el predio de tal manera que el corte 8 arrojó una pérdida parcial de producción y el corte 9 se perdió totalmente, a pesar de las voces de alarma de la sociedad convocante que no fueron atendidas, al punto que para el mes de diciembre de 2005 declaró el incumplimiento del contrato.
A continuación describió los perjuicios que afirma le fueron ocasionados tanto en el corte 8 como en el corte 9 y los cuantificó; además, resaltó que las partes convinieron una multa por incumplimiento, que también tradujo en pesos.
Terminó destacando la modalidad del contrato celebrado y el procedimiento para la designación de árbitros que fue infructuoso por lo que debió recurrirse al Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio.
Sus pretensiones allí se encaminaron a que en el laudo respectivo el Tribunal diera por terminado el contrato de compraventa de caña; se declarara que Alexander Tamayo Torres y Tarritos S.A. lo incumplieron y se les condenara solidariamente al pago de las sumas de dinero que fueron descritas, con sus respectivos intereses, y a las costas del proceso.
Se surtió el trámite del arbitramento y en lo que interesa a esta actuación se destaca que la primera audiencia de trámite inició el 25 de junio de 2007 pero allí tuvo que ser suspendida por el impedimento que manifestó uno de los árbitros; se retomó el 5 de julio de 2007, oportunidad en la que se dio lectura al acta de compromiso, se resaltaron las pretensiones del convocante, se fijó la competencia del Tribunal y la viabilidad del proceso arbitral y se admitió la demanda. Por solicitud de los apoderados de los intervinientes se suspendió el Tribunal de Arbitramento por el término de 15 días a partir del 18 de julio de 2007; nuevamente ante la manifestación conjunta de los asesores judiciales se suspendió hasta el 22 de agosto de 2007.

En término, se pronunciaron los convocados. La sociedad Tarritos S.A. se refirió a los hechos algunos de los cuales no admitió, se opuso a las pretensiones y propuso la excepción de causa para demandar porque quien asume el riesgo de la pérdida o deterioro de la caña de azúcar es el vendedor y no el comprador, así que el Ingenio no estaba obligado a pagar parte alguna del precio ni a comprar parte o porción de las cañas que el deterioro haya impedido su explotación o beneficio, a lo que agregó que la caña de azúcar estaba disponible para que el Ingenio la recibiera en la mata y por su cuenta y riesgo realizara las labores de corte, alce y transporte, lo que no hizo.

En escrito separado demandó en reconvención al Ingenio Risaralda S.A. y planteó que la cesión de calidad de vendedor que le hizo Alexander Tamayo Torres fue aceptada por éste último y los frutos del corte número 8 fueron recolectados y pagados en su totalidad a la sociedad cesionaria y respecto del corte número 9 la sociedad compradora de la caña incumplió el contrato de venta porque no recolectó la caña de azúcar dentro de los periodos establecidos ni le notificó a Tarritos S.A. para que la pudiera beneficiar por su cuenta. Pidió entonces que se declarara la terminación del contrato de compraventa de caña y como consecuencia de ello se condenara al Ingenio a pagarle el valor equivalente a 2.250 kilogramos de azúcar junto con las costas.

Admitida la demanda de mutua petición se opuso el Ingenio convocante a lo pedido y se refirió a cada uno de los hechos, a la vez que propuso las excepciones de cumplimiento, culpa atribuible al demandante en reconvención por negligencia, descuido, abandono y otras causas y “La innominada o genérica”.
Alexander Tamayo Torres se pronunció en similares términos y además agregó las excepciones de oponibilidad de la solidaridad a la sociedad convocante porque la relación contractual entre cedente y cesionario del predio no surte efectos ante el Ingenio Risaralda S.A., y la desvinculación de Alexander Tamayo Torres del contrato de compraventa de caña debido a la cesión que del mismo hizo.
Culminó la actuación, después de haberse surtido el traslado de las excepciones, decretado y practicado las pruebas y corrido el término para alegar, con el laudo que ahora se ataca en el que el Tribunal declaró terminado el contrato de compraventa de caña de azúcar celebrado entre la sociedad Ingenio Risaralda S.A. y Alexander Tamayo Torres, cedido por éste a la sociedad Tarritos S.A., se declararon no probadas las excepciones propuestas por los demandados en la demanda principal y se les condenó a pagar solidariamente a la convocante las sumas de $13’638.936,oo por concepto de perjuicios causados por el azúcar dejado de producir en el corte 8, $70’921.543,oo por el mismo concepto en el corte 9 y $42’005.047,oo de costas; se negaron las demás pretensiones de la demanda inicial y las de la demanda de reconvención y a la sociedad Tarritos S.A. se le ordenó pagar, además, $13’411.881,oo por concepto de costas en la demanda de reconvención.
Todos los intervinientes solicitaron dentro del término legal la corrección del laudo por error aritmético, lo que fue resuelto por el Tribunal el 16 de abril pasado en forma desfavorable.
A la vez, todos interpusieron recurso de anulación contra esa decisión. El Ingenio Risaralda por cuanto estima que el Tribunal incurrió en las causales 5ª y 7ª del artículo 38 del Decreto 2279 de 1989; en aquella porque el laudo se profirió después del vencimiento del término fijado para el mismo ya que como la primera audiencia de trámite inició el 5 de julio de 2007, es decir, que corría hasta el 29 de enero de 2008, contando los dos periodos de suspensión que solicitaron las partes; y la segunda porque en la parte resolutiva contiene errores aritméticos, para lo cual se remitió al mismo escrito que en su momento presentó ante el Tribunal.
Los convocados fundaron su recurso en las causales 5, 6, 7, 8 y 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998.
En esta sede Alexander Tamayo Torres y Tarritos S.A. sólo sustentaron la causal 7ª, con lo que entiende la Sala que a ella quedó restringido su disentimiento. Y lo hicieron con el convencimiento de que el Tribunal omitió, al momento de calcular los perjuicios, tener en cuenta que en la caña de azúcar que se esperaba recolectar en el corte 8 y la que no se recolectó en el corte 9 la sociedad Tarritos S.A. era partícipe de la misma en un 50.80% según la cláusula décima segunda del contrato de compraventa; que los kilos de azúcar en los cortes 8 y 9 se tomaron como si fuera un tercero ajeno al contrato y no en la verdadera calidad de vendedora que tiene, lo que aplicado a las cifras conduciría a un resultado muy inferior al de la condena impuesta por el Tribunal, incluyendo las agencias en derecho.
El Ingenio Risaralda S.A. se ratificó en sus planteamientos sobre el error aritmético cometido por el Tribunal.

Ahora es oportuno decidir, previas estas

CONSIDERACIONES

  



Nuestro sistema legal, desde la Constitución Política misma, admite que los particulares puedan ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia (art. 116 C.N.), como ocurre con los conciliadores o los árbitros. El arbitramento es, pues, una alternativa de solución de conflictos mediante la cual las partes, en lugar de someter su diferencia al imperio de la jurisdicción ordinaria, la llevan ante personas revestidas de todas las facultades legales para adoptar una decisión que, en últimas, equivaldría a la sentencia que un juez ordinario llegase a proferir.
  



El Decreto 1818 de 1998 recogió las normas relacionadas con los mecanismos alternos de solución de conflictos, entre ellas, las atinentes al arbitramento que lo definió como “…un mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente investido de la facultad de administrar justicia profiriendo una decisión denominada laudo arbitral…”, que puede ser en derecho, en equidad o técnico, y ante el silencio en la cláusula compromisoria o en el compromiso será en derecho.
  



En este caso, mediante la escritura número 556 del 24 de mayo de 1995, Alexander Tamayo Torres y el Ingenio Risaralda S.A. celebraron un contrato de compraventa de caña de azúcar y acordaron en la cláusula décimo novena que sus diferencias serían sometidas al conocimiento de un tribunal de arbitramento. Como nada dijeron allí sobre la naturaleza del laudo, debe entenderse que la decisión del mismo, tenía que ser en derecho.
  



Ese acuerdo se extendió a la sociedad Tarritos S.A. en vista de la cesión que Tamayo Torres le hizo según documento que reposa a folio 63 del cuaderno principal, que en la solicitud de convocatoria del Tribunal se afirma que fue suscrito el 4 de noviembre de 2003 y así fue admitido por los convocados en sus respuestas.
  



El objeto del contrato era la transferencia a título de compraventa de la totalidad de los frutos de la caña de azúcar cosechada que el vendedor cultivara y produjera durante los siguientes nueve cortes sucesivos y continuos en una extensión de 211.65 hectáreas y la razón del incumplimiento se sustentó en que respecto del corte 8 hubo una pérdida parcial de producción y en cuanto al corte 9 se perdió totalmente, lo que le causó perjuicios al Ingenio Risaralda en cuantías de $182.621.801,oo, por azúcar, y $209.935.297.oo por miel en el corte 8; $480’149.395,oo por azúcar y $565.426.781,oo por miel en el corte 9; y $268’237.632,oo correspondientes a la multa por incumplimiento del contrato que equivalente a 2.250 kilos de azúcar liquidados al precio promedio de plaza.
  



Después de surtirse todo el trámite, el Tribunal profirió el laudo el día 4 de abril de 2008. En él relató los antecedentes de la demanda principal y de la reconvención y en sus consideraciones aludió a la legalidad del procedimiento, a la modalidad del contrato celebrado, a los aspectos a tener en cuenta para el laudo, a la cesión del contrato y los efectos de su aceptación y la solidaridad de allí derivada; se adentró en el incumplimiento alegado y una vez concluyó que la sociedad convocante tenía razón sobre el mismo, se ocupó de la estimación de los perjuicios. En su raciocinio dijo el Tribunal que para este caso concreto resultaba aplicable la cláusula 9ª del contrato celebrado entre las partes en el que se hace una estimación de producción de tonelaje por hectárea según el corte. Y lo hizo así para no sustentar su decisión en el solo cálculo realizado por funcionarios del Ingenio Risaralda.
  



A partir de esa tabla estableció una diferencia entre las toneladas por hectárea esperadas y las cosechadas y con soporte en la utilidad por kilo de azúcar vendido que se demostró concluyó que para el corte 8 los perjuicios ascendían a $13.628.936,oo por azúcar dejado de producir y para el corte 9 a $70’921.543,oo por el mismo concepto. Negó expresamente los perjuicios por mieles dejadas de producir porque no encontró prueba para determinar su cuantía y algo similar ocurrió con la multa por incumplimiento pedida, que en el laudo determinó como cláusula penal. 
   



Pues bien, frente a esa decisión, ambas partes interpusieron el recurso de anulación, y de ello se ocupa la Sala en lo que es materia de disentimiento, dando por descontado que está aceptada la decisión de declarar el incumplimiento del contrato por parte de los convocados y que ello generó unos perjuicios a favor de la sociedad Ingenio Risaralda S.A., si bien el problema radica, de acuerdo con la sustentación presentada por ambas, en la cuantificación de los perjuicios y no en aquella valoración hecha por el Tribunal de Arbitramento.

De manera que para adentrarnos de una vez en lo que atañe al recurso, se tiene que son dos las causales esgrimidas en contra del laudo: la quinta y la séptima de las enlistadas en el artículo 163 del Decreto 1818 de 1998; aquella fue propuesta y sustentada ante el mismo Tribunal por el Ingenio Risaralda S.A.; y ésta, por todos los intervinientes, aunque, como se verá, en sentidos diferentes. 

Señala la causal quinta que la anulación de un laudo arbitral puede tener origen en que se hubiese proferido “…después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral o su prórroga”.

El artículo 19 del Decreto 2279 de 1989, modificado por el artículo 103 de la Ley 23 de 1991, prevé que: 

   


“Si en el compromiso o en la cláusula compromisoria no se señalare el término para la duración del proceso, éste será de seis (6) meses, contados desde la primera audiencia de trámite. 

   


El término podrá prorrogarse una o varias veces, sin que el total de las prórrogas exceda de seis (6) meses, a solicitud de las partes o de sus apoderados con facultad expresa para ello. 

   


En todo caso se adicionarán al término los días en que por causas legales se interrumpa o suspenda el proceso.” 

La cláusula compromisoria que contiene el contrato de venta de caña de azúcar no previó ese término de duración, así que supletoriamente hay que acudir al que señala la norma transcrita que es de seis meses contados desde la primera audiencia de trámite. Esto quiere decir, para la Sala, que cuenta desde el momento mismo en que termina esa audiencia, porque es evidente que su complejidad puede traer aparejada una serie de actuaciones que, seguramente, no se podrán cumplir en un solo acto, sino que será menester aplazarlo, como aconteció aquí, cuando al darle comienzo se desarrollaron unas fases y otras quedaron pendientes de la contestación de la demanda y del trámite de la de reconvención. 
Léase, nada más, el artículo 147 del Decreto 1818 de 1998, para comprender qué actividades se cumplen en la primera audiencia: se ponen de presente el documento contentivo de la cláusula compromisoria o el compromiso, las cuestiones sometidas a decisión arbitral y las pretensiones de las partes estimando razonadamente su cuantía; se resuelve sobre la competencia del Tribunal y sobre las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio se estimen pertinentes.  Y esto último, la apertura a pruebas, sólo aconteció el 6 de noviembre de 2007, fecha desde la cual, y hasta la de proferimiento del laudo, es evidente, no transcurrieron seis meses. 

Vista de esta manera la situación, como la primera audiencia de trámite culminó en el mes de noviembre, la causal esgrimida para anular el laudo arbitral no es de recibo.  
El otro ataque que se perfila contra la decisión del Tribunal de arbitramento tiene su génesis en el error aritmético que cada una de las partes cree ver en su contenido. La convocante, porque el reconocimiento de las pretensiones no se acompasa con lo reclamado y en ese sentido expone cómo ha debido hacerse el cálculo de lo dejado de producir, de su valor y de la indemnización final, en los cortes 8 y 9.  Y los convocados, porque no se tuvo en cuenta que la sociedad Tarritos S.A. es partícipe de la recolección en un 50.80% y en esa proporción ha debido disminuirse el valor de la indemnización impuesta y de las agencias en derecho. 
Se reitera, pues, que ninguna crítica se cierne sobre el incumplimiento declarado por el Tribunal.  Todo gira sobre la parte económica de allí derivada. Sin embargo, pueden analizarse en conjunto las alegaciones de los recurrentes, dado que en uno y otro caso, vienen precedidas de una inconsistencia que tiene que ver con la naturaleza misma del arbitramento y del recurso de anulación. 

Ya se dijo, y se insiste en ello, que cuando un litigio, por voluntad de la partes, se somete al escrutinio de terceros, revestidos para el caso de facultades judiciales, y se deja de lado la jurisdicción ordinaria, son ellos, para decirlo de alguna manera, los jueces naturales del asunto y, por tanto, su decisión tiene los visos de una sentencia judicial, tanto más si ella se adopta en derecho, como acontece aquí.

Cabe sí contra ella el recurso de anulación; pero éste, no hay duda, es restringido, porque no puede permitirse con él revivir el debate de fondo mismo, que ya fue definido por los árbitros. Bien entendido se tiene que lo que se controla por este medio de impugnación son fundamentalmente errores in procedendo, es decir, los que versan sobre cuestiones netamente procedimentales, y no los errores in iudicando que atañen a lo sustancial mismo del caso. Dicho en otros términos, al Tribunal Superior le está vedada la posibilidad, por vía de anulación, de reexaminar la cuestión material debatida por quienes acudieron al arbitramento. 
Fiel reflejo de ello son las causales que permiten acudir a este recurso: la nulidad absoluta del pacto arbitral proveniente de objeto o causa ilícita; la indebida constitución del Tribunal; la omisión injustificada del decreto o práctica de pruebas; el vencimiento del término para proferir el laudo; haberse fallado en conciencia debiendo ser en derecho; contener la parte resolutiva errores aritméticos o disposiciones contradictorias; haberse resuelto extra o ultra petita;  o no haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento.
Son todas situaciones de orden procedimental, no sustancial. Una de ellas, por supuesto, es el haberse incurrido en la parte resolutiva en error aritmético, pero por tal no puede entenderse, como lo hacen las partes, una disconformidad entre lo que fue concedido y lo que ellas pretendían que se reconociera o se negara. Es decir, que un error aritmético no puede estar sustentado en el hecho de que el Tribunal de Arbitramento hubiese considerado valores inferiores o superiores a los que las partes señalaron en sus intervenciones dentro del trámite del arbitramento, porque ello toca con la sustancia de lo que se debate.
Un error aritmético es aquel que ocurre cuando el Tribunal de Arbitramento yerra al realizar alguna de las operaciones aritméticas (suma, resta, multiplicación o división), una vez establecidas las bases para efectuarla, como cuando determina que los factores a multiplicar son 100 y 10 y le da como resultado una cantidad diferente a 1000, para señalar sólo un ejemplo. De manera que no puede ser un error aritmético el que se discuta que el árbitro no debió tener en cuenta aquellos factores (100 y 10) sino otros y que por tanto el resultado (1000) tenía que ser diferente.
Precisamente el Consejo de Estado en un concepto emitido el 25 de abril de 2002 dijo sobre el error aritmético:

“1.4. La corrección de errores aritméticos y de palabras en las providencias. Respecto de la corrección de errores puramente aritméticos y de omisión, cambio o alteración de palabras en las providencias judiciales, el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil dispone:

“Corrección de errores aritméticos y otros.- Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético, es corregible por el juez que la dictó, en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto susceptible de los mismos recursos que procedían contra ella, salvo los de casación y revisión.

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará en la forma indicada en los numerales 1° y 2° del artículo 320.

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de éstas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella" (resalta la Sala).

Al aplicar esta norma a los laudos arbitrales se observa que los casos de corrección se refieren a la comisión de algún error puramente aritmético, como aquel en que se incurre en el resultado de una operación matemática, o de un error por omisión, cambio o alteración de palabras, éste último contenido en la parte resolutiva o en la parte motiva pero que tenga consecuencias en la resolutiva, como cuando después de referirse a una persona en los capítulos considerativos, el fallador menciona a otra totalmente distinta en el punto respectivo de la decisión.” 

  



Y en un concepto emitido por la Procuraduría General de la Nación, en el que alude a algunas decisiones del mismo Consejo de Estado, explica que:

  


“El error aritmético, como causal que da lugar a la corrección del laudo, no tiende a modificar las consideraciones de fondo que haya podido tener el Tribunal de Arbitramento a la hora de decidir, sino a revisar las cuentas que se hayan efectuado para arrojar un determinado resultado. Así lo ha entendido el Consejo de Estado, al afirmar:

  


“4. En cuanto a la solicitud de "corrección de algunos errores aritméticos contenidos en la parte resolutiva....... pretendida por el señor apoderado de CARBOCOL, tampoco la Sala accederá a ello, por las siguientes razones:

  


a) El llamado error aritmético o error de cálculo, consiste en que al efectuar alguna de las operaciones aritméticas (suma, resta, multiplicación división), su resultante aparezca desfasado con lo que tales operaciones elementales tienen por averiguado.  Habrá pues, de tenerse mucho cuidado de no amparar un error conceptual o de criterio, bajo el ropaje de un supuesto error aritmético.

  


b) Para los casos en que realmente exista error aritmético, el memorialista deberá demostrar cómo alguna de las operaciones de este género, aunque bien concebidas y fundadas, arrojan resultados inexactos o equivocados.

  


.....

  


d) Se queja el memoralista en cuanto que no se descontó toda la indexación que el Laudo Arbitral incluyó como parte de la condena, mientras que esta Sala dispuso suprimir la totalidad de las diversas cantidades que a dicho  título contenía el Laudo.  Estima la Sala, sin embargo, que tal pretendida corrección aritmética, antes que serlo, busca más bien modificación del criterio jurídico expresado en el fallo, situación ésta a todas luces incompatible con la filosofía que orienta la figura de la corrección aritmética, que no es otra distinta a la de enmendar las equivocaciones matemáticas formales, mas no sustanciales, que se presenten en las providencias del Juez.  Proceder en esta oportunidad a cuestionar la existencia o no de cantidades indexadas, a controvertir los períodos en que se cumplieron, a desvirtuar los planteamientos estructurales de la providencia cuya "aclaración y corrección" se impetran, implicaría tergiversar las normas procedimentales que claramente regulan estas figuras en los términos de los artículos 309 y 310 del C. de P.C. , disposiciones que no autorizan en ningún momento, la reforma o revocatoria de la sentencia por el Juez que la dictó.  Cuando se pretenda corrección aritmética le compete al memorialista evidenciar diáfanamente cuál de las operaciones de esa naturaleza presenta error y en qué consiste éste; ...... de otra manera, que la providencia realizó suma, resta, multiplicación o división de manera contraria a tales operaciones”
 (negrillas fuera de texto). 
  


La doctrina también lo ha entendido así, al expresar que:

  


“La corrección debe versar sobre un cálculo aritmético mal efectuado, como cuando se dice que se condena al pago de diez mil pesos diarios durante veinte días y se establece como suma total la de cuatrocientos mil pesos, con lo cual salta a la vista el error de multiplicación. 

  


No estamos ante esta clase de corrección cuando se afirma, por ejemplo, que se corrige la tasa de intereses que debe reconocerse y se dice que no es del 1% mensual sino del 2%, porque en este caso lo que existe es una modificación respecto de las prestaciones a cargo del demandado y, obviamente, una reforma de lo decidido. En síntesis, hay error aritmético cuando el juez incurre en una falla al hacer alguna de las cuatro operaciones aritméticas, por ejemplo cuando dice que cien dividido por cuatro da treinta, o mil más diecisiete mil da veinte mil” (negrillas fuera de texto) (LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio; Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano; Parte General, Tomo I, Dupré Editores, 7ª ed., 1997; pág. 610).

   

Aplicando los anteriores criterios al caso sub examine, la Delegada considera que en realidad, lo alegado por los impugnantes no corresponde a la existencia de un error aritmético en la parte resolutiva del fallo que dé lugar a su corrección. 

 

En efecto, es claro que tratándose de esta causal, no debe producirse modificación alguna de la parte sustancial de la decisión; no se cambian sus fundamentaciones, no se introducen razones o motivaciones del fallo, el cual permanece incólume en su argumentación jurídica; supuestos que no se dan en el presente caso, pues la pretensión de los recurrentes apunta a que se efectúe un cambio del criterio jurídico manejado por el juzgador, para efectos de que se tenga en cuenta la forma de calcular los intereses moratorios solicitados en la demanda de conformidad con lo estipulado en el contrato, lo cual resulta ajeno a la finalidad del Recurso de Anulación del Laudo Arbitral.


  

Así, pretenden las recurrentes que el juez encargado de revisar el laudo por cuestiones de forma, entre a determinar la manera en que debió efectuarse el cálculo de los intereses moratorios de la condena, variando el criterio que para ello aplicó el Tribunal de Arbitramento, con el argumento de que en realidad se trata de un error aritmético, criterio que esta Delegada no comparte; bien o mal, el juzgador optó por una vía para el cálculo de tales intereses, y ésta no es una segunda instancia para entrar a analizar cuál ha debido ser la fórmula a emplear; cosa distinta sucedería en el caso de que habiendo optado por un sistema determinado de determinación de los intereses moratorios, al realizar las operaciones pertinentes se hubiera equivocado en las cantidades, o que en vez de realizar determinada operación aritmética, como sumar, hubiera efectuado una distinta, como restar. Pero en las condiciones en que fue planteada la causal de error aritmético, el cargo a juicio de este Despacho, no tiene vocación de prosperidad.” 

   



Traídos estos conceptos al caso que nos ocupa, puede concluirse, sin mucho andar, que lo que plantean convocante y convocados no constituyen errores aritméticos. Y no lo son porque el tribunal de Arbitramento con toda precisión dijo cuáles serían las bases para determinar el monto de los perjuicios. En el acápite pertinente precisó que para la cantidad dejada de producir tomaría en cuenta la cláusula nueve del contrato de venta de caña y para la utilidad por kilo de azúcar vendido acudiría a la prueba pericial recaudada; con esos datos realizó unas restas y luego unas multiplicaciones cuyos resultados no podían ser distintos a los que tales operaciones reflejan, esto es, que 49,13 menos 38,54 es igual a 10,59; 10,59 por 139,67 es igual a 1.479,10; 1’479.100 por 0,1044 es igual 154.418.04; 41.76 por 139,67 es igual a 5.832,619; 5’832.619 por 0,1044 es igual a 608.925,42; que 154.418,04 por 88,26 es igual a 13’628.936; que 608.925,42 por 116,47 es igual a $70.921.543.
  



Era allí, donde debía hallarse el error aritmético porque los resultados ofrecidos no correspondieran a las operaciones realizadas por el Tribunal de Arbitramento, porque con lo dicho hasta ahora no puede pretenderse la estructuración de un error de esa naturaleza haciéndole ver al Tribunal que los factores a restar, sumar o multiplicar debieron ser calculados de distinta manera, o que de esos mismos factores debía deducirse un porcentaje que era la participación que tenía una de esas sociedades en la recolección. Estos, se insiste, son aspectos que tocan con la cuestión material que se definió por el Tribunal de Arbitramento y que, como viene de verse, por la naturaleza del laudo, son inmodificables en esta sede por medio de la anulación.
  



En consecuencia, como tampoco esta causal de anulación se estructura, siguiendo la regla del inciso 3º del artículo 165 del Decreto 1818 de 1998 se declarará infundado el recurso sin que haya lugar a condena en costas porque ambas partes recurrieron y a ninguna le prosperó la impugnación.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  DECLARA infundados los recursos de anulación propuestos contra el laudo proferido por el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Pereira en este trámite arbitral convocado por la sociedad Ingenio Risaralda S.A. frente a la sociedad Tarritos S.A. y el señor Alexander Tamayo Torres.
Sin costas.
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO.

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS






� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto del 25 de abril de 2002, radicado número 1408, Consejero Ponente César Hoyos Salazar 


� Sentencia del 15 de mayo de 1996, Expediente 5326; Consejero Ponente: Doctor Daniel Suárez Hernández.


� Procuraduría Quinta Delegada ante el Consejo de Estado, Concepto 03-09, Recurso de Anulación Laudo Arbitral 23849, Bogotá D.C., 5 de febrero de 2003
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